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TEMA: HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO / CUANTÍA NO INCIDE EN APLICACIÓN DE PROCEDIMIENTO PENAL ABREVIADO (LEY 1826/17) / PERPETUATIO JURISDICCIONE / SILENCIO DE LAS PARTES GENERA SANEAMIENTO DE NULIDAD POR TRÁMITE INADECUADO / En ese sentido es claro que las conductas frente a las cuales se aplica el procedimiento penal abreviado, no solo abarca los delitos querellables sino además otras conductas entre las cuales encontramos algunas atentatorias contra el bien jurídico del patrimonio económico, consagradas en el título VII, Capítulo I, de la Ley 599/2000. De igual manera se observa que en relación con esta clase de conductas, la Ley 1826/17 no plasmó que la cuantía fuera un factor determinante para establecer la clase de procedimiento por el cual debía adelantarse el proceso, pero sí debe tenerse en cuenta para fincar la competencia del funcionario ante el cual se debe adelantar la actuación.
(…)
Desde ahora se dirá, que no obstante ser en principio atendibles los planteamientos de la a quo, en criterio de la Corporación el procedimiento debe continuar bajo las reglas de la Ley 906/04, en aplicación analógica del fenómeno conocido como perpetuatio jurisdiccione, que si bien tiene aplicación más propiamente en el tema de la competencia que por supuesto aquí no se discute, presenta rasgos comunes o afines a lo que es materia de la presente discusión.
(…)

Mírese que ni en la audiencia de imputación, ni mucho menos en la audiencia de formulación de acusación como acto público por excelencia donde se deben solicitar al juez las nulidades procesales que se adviertan en el trámite preliminar de la actuación, so pena de saneamiento, se realizaron manifestación tendientes a invalidar lo efectuado hasta ese momento. Era ese el estadio procesal en donde las partes interesadas estaban en el deber de dar a conocer las irregularidades que afectaran el debido proceso, y por supuesto la juzgadora tenía igualmente el deber de hacer una revisión del caso para establecer si en efecto se presentaba una causal de nulidad por dársele al procedimiento una ritualidad que no correspondía. Así las cosas, entiende la Sala que de haberse presentado una tal irregularidad sustancial, la misma fue saneada por cuanto las partes que debían alegarla la convalidaron con su silencio, habiendo precluido por tanto la oportunidad para alegarla con posterioridad. 
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, quince (15) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

  ACTA DE APROBACIÓN No 140
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 19 de 2017. 9:08 a.m.

	Procesados: 
	Nelson Avendaño Osorio, Yanson Rodríguez Sánchez, Yeison Mauricio Marín Vélez y Jeisson Alejandro Villada Gálvez

	Cédula de ciudadanía:
	10.000.159, 9.871.160, 1.054.918.884, y 1.088.306.285, respectivamente.

	Delito:
	Hurto calificado y agravado

	Víctima:
	Empresa Prosegur S.A.

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía y apoderado de víctimas contra el auto proferido en enero 26 de 2017, por medio del cual readecuó la actuación para que se surtiera por el procedimiento abreviado, a consecuencia de lo cual se dejó sin efectos la formulación de imputación y se decretó la nulidad de la acusación. SE REVOCA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes


La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En diciembre 02 de 2016, siendo aproximadamente las 5:45 a.m., el vehículo blindado transportador de valores UUBB1316 de la empresa PROSEGUR salió de las instalaciones de la empresa a mando del señor YANSON RODRÍGUEZ SÁNCHEZ y como tripulantes a YEISON MAURICIO MARÍN VÉLEZ y JEISSON ALEJANDRO VILLADA GÁLVES, el cual llevaba en la cajilla de seguridad la suma de $4.336’425.000.oo para ser distribuidos en cajeros de diversos bancos en el municipio de Cartago. De acuerdo al georreferenciado de dicho vehículo, una vez este inicia el recorrido realizó una parada en la estación de servicio matecaña, sin observar los protocolos de seguridad, para abastecerse de combustible. Luego continuó su marcha y se desvió de la ruta para ingresar a un lugar abandonado sobre la vía Pereira-Cartago, a 100 metros del hotel Sonesta, lo que corresponde al balneario “Acurama”, lugar donde no registró movimiento alguno por unos 17 minutos, tiempo suficiente para la apertura y saqueo del cofre donde iban los valores. En dicho sitio, el vehículo fue visto por dos personas, uno de los cuales además observó una moto con dos sujetos que no reconoció, pero se estableció que la misma es de propiedad de NELSON AVENDAÑO OSORIO.

La apertura del cofre se dio con antelación a pasar por el peaje de cerritos, luego de lo cual no registró ninguna otra apertura. Y una vez llegar a Cartago hace el recorrido en la ciudad pero no registra paradas en ninguno de los cajeros de esa localidad, sin que después de un tiempo registre movimiento alguno, hasta ser ubicado el automotor sobre la vía que de Cartago conduce a Cali, sector Zaragoza, instante en el que fue hallada la tripulación en estado de inconsciencia y bajo los efectos de sustancia tóxica; a consecuencia de lo cual fueron remitidos a centros médicos para recibir atención.

Analizadas las labores investigativas, estimó la Fiscalía que el conductor del vehículo YANSON RODRÍGUEZ, y la tripulación del mismo -YEISON MAURICIO MARÍN y JEISSON ALEJANDRO VILLADA-, previo acuerdo, llevaron el vehículo hasta el sector del balneario “Acuarama”, con el fin de dar apertura al cofre y sacar el dinero que estaba distribuido en tulas. Para el órgano persecutor en tal conducta también participó el señor NELSON AVENDAÑO OSORIO y otras personas pendientes de identificar.

1.2.- Luego de desarrollarse el programa metodológico de investigación, por parte de la Fiscalía se solicitaron órdenes de captura en contra de los antes mencionados, mismas que fueron dispuestas por el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.). De igual modo, una vez se realizada diligencia de allanamiento y registro en las residencias de los procesados y efectuadas sus aprehensiones, se llevaron a cabo ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de garantías de Pueblo Rico (Rda.) las audiencias preliminares de legalización de captura, allanamiento, registro e incautación de elementos, así como la formulación de imputación (octubre 2 de 2017) donde se le endilgaron cargos a los señores YANSON RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, YEISON MAURICIO MARÍN VÉLEZ, JEISSON ALEJANDRO VILLADA GÁLVES y NELSON AVENDAÑO OSORIO, en calidad de coautores a título de dolo de las conductas de hurto calificado y agravado, tipificado en los artículos 239, 240 numeral 4°, y 241, numerales 2, 9 y 10 C.P., los cuales los indiciados NO ACEPTARON.

1.3.- A consecuencia de lo anterior, la Fiscalía presentó escrito de acusación (diciembre 19 de 2017) cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad ante la cual se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación (enero 22 de 2018) y se convocó para la audiencia preparatoria. No obstante, con antelación a ello y de manera oficiosa la funcionaria judicial citó a los intervinientes para llevar a cabo audiencia de corrección de acto irregular con miras a sanear el trámite,  en la cual estimó que el asunto debía surtirse bajo los parámetros de la Ley 1826/17 -Procedimiento Penal Especial Abreviado-, a la vez que dejó sin efectos la imputación desarrollada en octubre 02 de 2017 y decretó la nulidad de la audiencia de acusación efectuada en enero 22 de 2018, de lo cual quedó a salvo no solo el traslado del escrito sino el descubrimiento que realizó la Fiscalía, y la medida de aseguramiento, debiéndose entender que a partir de esa fecha empieza a correr el término para adelantar la audiencia concentrada. Los fundamentos de la a quo para tomar tal determinación fueron los siguientes:

- El numeral 2° del artículo 534 C.P.P. -adicionado por la Ley 1826/17-, hace referencia a los delitos de hurto calificado -art. 240 C.P.- y hurto agravado -241 C.P., numerales 1 al 10 ídem-. Y al observar el escrito de acusación se tiene que los delitos endilgados fueron por hurto calificado y agravado, según los numerales 2, 9 y 10 C., sin que la norma diga que la cuantía tenga influencia para que se surta por otro tipo de trámite. Adicionalmente, aunque los hechos ocurrieron en el año 2016, la mencionada Ley en su artículo 44 señala que en los casos donde no se hubiera formulado imputación, antes de su entrada en vigencia -julio 12 de 2017- debían adelantarse por el procedimiento abreviado, y en este caso tal  audiencia se hizo con posterioridad a la citada fecha.

- En este asunto el trámite no se realizó conforme lo regula la Ley 1826/17, habiéndose formulado imputación en octubre 02 de 2017 e imponiéndoseles medida de aseguramiento, cuando lo que correspondía en esa audiencia era suministrarles el escrito de acusación y hacer el descubrimiento probatorio, pero ello no sucedió así y el traslado del referido escrito apenas sucedió en enero 22 de 2018, por lo cual el proceso viene viciado de una irregularidad, que eventualmente afectaría el debido proceso. No obstante, desde que la Fiscalía radicó el escrito acusación dejó copia del mismo a las partes, y por ende se empezó a cumplir con dicho requisito desde diciembre 19 del año anterior, y por ello tal anomalía no afecta derechos sustanciales de los inculpados, por cuanto los abogados pueden ejercer adecuadamente el derecho a la defensa. 
- La medida de aseguramiento impuesta sí cumplió  las reglas establecidas en la Ley 1826/17 y hasta el momento está vigente no obstante que para ese instante no se entregó el escrito de acusación y los elementos que lo sustentan, ni se surtió el descubrimiento probatorio cuando se impuso la media; empero, se trata de una situación superada, ya que los abogados están a tiempo de ejercer acciones defensivas pertinentes y proceder a la obtención de las pruebas que se harán valer en el juicio. 
- De acuerdo con la Ley 1286/17, el traslado del escrito de acusación equivale a la imputación, instante a partir del cual empieza a correr el término de la prescripción y ello sí es trascendente; por ende, se entenderá que esa formulación corre a partir del momento en que la Fiscalía completa el descubrimiento, toda vez que ya se suministró el escrito, como lo exige el procedimiento abreviado. Y aunque el despacho consideró la posibilidad que se entendiera la acusación efectuada en enero 22 de 2018 como el comienzo de la audiencia concentrada, estima que de no decretar la nulidad de lo allí actuado se afectarían derechos fundamentales de los procesados, pues en el trámite abreviado se tiene establecido que realizada la entrega del escrito, los mismos tienen la opción de aceptar los cargos con una rebaja del 50%, y de tenerse tal audiencia como el comienzo de la audiencia concretada, le cercenaría a los mismos tal derecho, pues de aceptar responsabilidad en esta etapa la reducción sería únicamente de una 1/3 parte de la pena. 

- Señala además que la irregularidad no es sustancial, por lo menos no hasta que se hizo la formulación de acusación, al tener en cuenta que fue convalidada por las partes, como quiera que allí se les preguntó si había lugar a nulidades y nadie hizo propuesta alguna, por lo cual declarará que  el trámite a imprimir al asunto es el consagrado en Ley 1826/17.

Inconformes con la providencia emitida, tanto la delegada de la Fiscalía como el apoderado de víctimas interpusieron recurso de apelación.

2.- Debate

2.1.- Fiscalía -recurrente- 

Desde el momento en que se tuvo conocimiento del caso se consideró lo dispuesto en Ley 1826/17, por lo cual se realizaron varios comités técnicos para establecer cuál era el procedimiento a seguir, pero al analizar dicha normativa les quedó claro que era el ordinario, por lo cual se dispuso ordenar unas capturas contra personas identificadas y formularles imputación, teniéndose en cuenta que las conductas eran de hurto calificado y agravado en coparticipación criminal, así como la relación fáctica, la naturaleza del hecho, y lo más importante, la cuantía que supera los 150 salarios mínimos, en atención a lo cual era un  caso relevante.

- La Ley 1826/17 está dirigida a conductas de mínima lesividad, a delitos de bagatela, entre ellos todos los querellables, y en el numeral 10 se ubica el hurto agravado sin establecer cuantía. No obstante, al hacer un análisis de esa ley sobre las conductas querellables donde se advierte la cuantía, para este caso y según la naturaleza de la Ley, ella sería aplicable solamente a esas conductas cuya cuantía no supera los 150 s.m.l.m.v.. En este caso la Fiscalía tuvo en cuenta la exposición de motivos, cuya filosofía está dirigida a delitos menores y de frecuente ocurrencia, por lo cual el legislador ha contemplado aquellos querellables donde las partes tienen la posibilidad de conciliar, lo que acá no se aplicaría al estar frente a una conducta por una cuantía superior.

- Desde que se inició la investigación era claro que el trámite que se iba a llevar era el ordinario, máxime que dicha ley está dirigida a delitos que congestionan los despachos judiciales y por eso el legislador lo que buscaba era una manera  acelerada de terminación del proceso, al omitir algunas audiencias. Y si bien en ninguno de los dos procedimientos se vulneran derechos, los términos serían más cortos y no podíamos retrotraernos a actuaciones ya realizadas por la Fiscalía, toda vez que en la acusación donde las partes tenían la posibilidad para invocar causales de nulidad, todos guardaron silencio, incluso el mismo juzgado, y por ello no se debía decretar la nulidad de la diligencia de enero 22 de 2017.
- Es claro además que el procedimiento es el ordinario y en cuanto a la facultad que a los imputados se les hubiere ofrecido la rebaja del 50% a estos se les otorgó esa posibilidad, por cuanto no fueron capturados en flagrancia, sino por orden de aprehensión. En consecuencia, aunque allí no se hizo descubrimiento probatorio, sí existía una inferencia razonable de autoría, y la formulación de imputación fue válida al hacerse con los requerimientos legales, por lo que el paso a seguir es continuar con las demás etapas del juicio, máxime que la Fiscalía dio traslado del escrito de acusación, el descubrimiento de pruebas y entrega de los elementos probatorios, de los cuales hay unos pendientes de suministrar, por lo cual no se vulneran derechos.

- Reitera que la conducta investigada es de una gran lesividad, no es bagatelar, y por el contrario es un delito de trascendencia, por lo cual amerita que se surta por el procedimiento ordinario y se cumpla con todas las etapas de la ley 906. Pide que se revoque la decisión adoptada.
2.2.- Apoderado de víctimas -recurrente- 

Coadyuva la petición de la Fiscalía y considera además que de las circunstancias de tiempo, modo y lugar establecidos en el escrito de acusación, no se observan los presupuestos para que se continúe con el procedimiento abreviado y por el contrario debe continuar por el ordinario, con fundamento en lo siguiente:
- La cuantía es superior a los 150 s.m.l.m.v. y es de conocimiento que el juzgado esgrime que la cuantía no es factor para continuar con el proceso ordinario, pero con los elementos que se han dado y el estado de la coparticipación respecto del delito endilgado, se establece una situación que no permite encuadrarlo dentro de la Ley 1826. 

- En aras a que se amplíen más los datos que se puedan aportar en cuanto a la calidad de víctimas, al igual que aportar nuevas pruebas que conlleven a fortalecer la acusación, estima que el término señalado en el proceso abreviado no es el adecuado. Pide por tanto se revoque lo decidido y se continúe con el procedimiento ordinario.

2.3.- Los apoderados de los procesados, como sujetos no recurrentes, guardaron silencio.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía y el apoderado de víctimas-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía y el apoderado de víctimas contra la providencia proferida por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), en cuanto consideró que el trámite a imprimir al presente asunto es el reglado por la Ley 1826/17, por lo cual hubo de dejar sin efectos la formulación de imputación que se hizo frente a los procesados, y decretó la nulidad de la acusación realizada en enero 22 de 2018, salvo el traslado del escrito de acusación y el descubrimiento probatorio, por lo que habrá de determinarse si la decisión emitida se encuentra ajustada a derecho, evento en el cual se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se revocará como así lo solicitan los recurrentes.

3.3.- Solución a la controversia

De la información arrimada a este asunto, se aprecia que una vez por parte de la Fiscalía General de la Nación se dio comienzo a la indagación por las conductas atentatorias contra el bien jurídico del patrimonio económico de la empresa transportadora de valores PROSEGUR, por hechos ocurridos en diciembre 2 de 2016, se realizaron las labores investigativas con miras a esclarecer los hechos y sus autores.

Una vez el órgano encargado de la persecución penal contó con los elementos de prueba que le permitían establecer la presunta participación en la ilicitud de los señores YANSON RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, YEISON MAURICIO MARÍN VÉLEZ, JEISSON ALEJANDRO VILLADA GÁLVES y NELSON AVENDAÑO OSORIO, -los primeros quienes laboraban con la empresa para el día de estos acontecimientos, y el último quien se había retirado meses atrás de la misma-, dispuso la realización de diligencias de allanamiento y registro a sus inmuebles, e igualmente contó con la autorización de un juez de control de garantías quien ordenó la captura de dichos ciudadanos.
Adelantadas tales labores y puestos bajo el resguardo policial los antes mencionados, se llevó a cabo en octubre 2 de 2017 la audiencia de imputación en contra de las personas ya referidas, a quienes ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico (Rda.) con función de control de garantías, se les formularon cargos por los delitos de hurto calificado y agravado, consagrados en los artículos 239, 240 numeral 4° y 241 numerales 2, 9 y 10 C.P., mismos que no fueron aceptados, lo que conllevó a que la Fiscalía presentara el escrito de acusación en diciembre 19 de 2017, el cual le correspondió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito, autoridad ante la cual se realizó la audiencia de formulación de acusación en enero 22 de 2018.

Seguidamente y cuando se esperaba que se continuara con el trámite de las audiencias a que las que hace alusión la Ley 906/04 -audiencia preparatoria y de juicio oral- la funcionaria judicial, en uso de los deberes que le competen a los jueces, más concretamente en lo relativo a la corrección de actos irregulares -numeral 3° artículo 139 C.P.P.-,  informó a los intervinientes que el procedimiento por el cual se debía continuar la actuación no era aquél por el cual se venía adelantando, sino el establecido en la Ley 1826/17. Situación frente a la cual mostraron su inconformidad tanto la delegada Fiscalía como el apoderado de víctimas.

Para intentar desentrañar lo que dio lugar al presente debate, se tiene lo siguiente:
La Ley 1826/17 dispuso en su artículo 10 que la Ley 906/04 tendría un nuevo artículo, esto es, el 534, relativo al ámbito de aplicación de la referida norma, y en el cual se puntualizó: “El procedimiento especial abreviado de que trata el presente título se aplicará a las siguientes conductas punibles: 1. Las que requieren querella para el inicio de la acción penal; 2. […] hurto (C.P. artículo 239); hurto calificado (C.P. artículo 240); hurto agravado (C.P. artículo 241). numerales del 1 al 10 […]”.
En igual sentido la referida normativa en su canon 44, señala que entrará a regir seis (6) meses después de la fecha de su promulgación -julio 12 de 2017- y se aplicará a los delitos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia.  No obstante, el inciso 2° también indicó que: “se aplicará a los delitos cometidos con anterioridad a su entrada en vigencia respecto de los que no se haya realizado formulación de imputación en los términos de la Ley 906 de 2004” -negrillas excluidas-
Dichos artículos tienen relevancia con el fin de establecer si en efecto le asistía razón a la funcionaria de primer nivel al estimar que la actuación que ante ella se adelanta debe surtirse bajo una égida diferente a la Ley 906/04.

En ese sentido es claro que las conductas frente a las cuales se aplica el procedimiento penal abreviado, no solo abarca los delitos querellables sino además otras conductas entre las cuales encontramos algunas atentatorias contra el bien jurídico del patrimonio económico, consagradas en el título VII, Capítulo I, de la Ley 599/2000. 
De igual manera se observa que en relación con esta clase de conductas, la Ley 1826/17 no plasmó que la cuantía fuera un factor determinante para establecer la clase de procedimiento por el cual debía adelantarse el proceso, pero sí debe tenerse en cuenta para fincar la competencia del funcionario ante el cual se debe adelantar la actuación.

A los señores YANSON RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, YEISON MAURICIO MARÍN VÉLEZ, JEISSON ALEJANDRO VILLADA GÁLVES y NELSON AVENDAÑO OSORIO, se les imputaron cargos por el punible de hurto calificado y agravado contenido en los artículos 239, 240 numeral 4° y 241 numerales 2, 4 y 10, cuya cuantía superó ostensiblemente los 150 salarios mínimos, por lo cual no existe duda alguna que la actuación debe ser adelantada por un juzgado con categoría de Circuito, tal cual se surte en la actualidad.

Ahora bien, el punto álgido de discusión es si esa funcionaria debía obrar como lo hizo, esto es, dejar sin efectos la formulación de imputación y declarar la nulidad de lo actuado, por cuanto en su sentir la norma que debía ser aplicada en el presente asunto no era la Ley 906/04 sino la Ley 1826/17.
Desde ahora se dirá, que no obstante ser en principio atendibles los planteamientos de la a quo, en criterio de la Corporación el procedimiento debe continuar bajo las reglas de la Ley 906/04, en aplicación analógica del fenómeno conocido como perpetuatio jurisdiccione, que si bien tiene aplicación más propiamente en el tema de la competencia que por supuesto aquí no se discute, presenta rasgos comunes o afines a lo que es materia de la presente discusión.

Así es en cuanto a la actuación se le dio el trámite reglado en la Ley 906/04 sin que en los momentos procesales pertinentes ninguno de los intervinientes, en especial los abogados defensores de los procesados, hayan reclamado la nulidad por haberse adelantado por un procedimiento diferente a aquél por el cual se debía ventilar.

Mírese que ni en la audiencia de imputación, ni mucho menos en la audiencia de formulación de acusación como acto público por excelencia donde se deben solicitar al juez las nulidades procesales que se adviertan en el trámite preliminar de la actuación, so pena de saneamiento, se realizaron manifestación tendientes a invalidar lo efectuado hasta ese momento. 
Era ese el estadio procesal en donde las partes interesadas estaban en el deber de dar a conocer las irregularidades que afectaran el debido proceso, y por supuesto la juzgadora tenía igualmente el deber de hacer una revisión del caso para establecer si en efecto se presentaba una causal de nulidad  por dársele al procedimiento una ritualidad que no correspondía.

Así las cosas, entiende la Sala que de haberse presentado una tal irregularidad sustancial, la misma fue saneada
 por cuanto las partes que debían alegarla la convalidaron con su silencio, habiendo precluido por tanto la oportunidad para alegarla con posterioridad.
Cabe añadir, que una de las principales diferencias entre el procedimiento ordinario y el abreviado radica esencialmente en la eliminación de dos audiencias: la de imputación y la preparatoria, por cuanto en lo demás se siguen las mismas reglas establecidas en la ley 906/04. Siendo así, lo que se destaca es que en este proceso el hecho de que a los señores YANSON RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, YEISON MAURICIO MARÍN VÉLEZ, JEISSON ALEJANDRO VILLADA GÁLVES y NELSON AVENDAÑO OSORIO, se les hubiera realizado audiencia de formulación de imputación, o incluso la formulación de acusación, no amerita señalar que con ello se les afectó el debido proceso, por cuanto en dichas audiencias estuvieron debidamente representados por sus apoderados, quienes han tenido la oportunidad de intervenir y defender los intereses de sus clientes, sin que estos, como ya se indicó, hubieren efectuado manifestación alguna para aducir que a sus clientes se les quebrantaron garantías fundamentales.

Por lo indicado, se revocará la decisión que adoptó la a quo en el sentido de dejar sin efecto la formulación de imputación realzada en octubre 2 de 2017 y declarar de oficio la nulidad de la audiencia de formulación de acusación realizada ante ese mismo despacho en enero 22 de 2018, ya que las mencionadas diligencias se desarrollaron con el lleno de las garantías procesales, y se generaría un mayor daño para la Administración de Justicia al intentar mezclar o trocar ambos procedimientos con miras a enderezar lo que ninguno de los sujetos procesales interesados solicitó en la oportunidad legal establecida para decretar una invalidez de esta naturaleza.

Como consecuencia de ello, se dispondrá que el proceso siga su curso bajo la ritualidad de la Ley 906/04, debiéndose convocar para continuar con la audiencia preparatoria y seguidamente se hará lo mismo con la audiencia de juicio oral.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia dictada por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira (Rda.) por las razones indicadas en el cuerpo motivo de esta providencia.
Este auto queda notificado en estrados y contra el mismo no procede recurso alguno. 

Los Magistrados,  
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� De conformidad con el artículo 136 C.G.P., la nulidad se considera saneada en los siguientes casos: “1. Cuando la parte que podría alegarla no lo hizo oportunamente o actuó sin proponerla […]”. Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo de dicha norma, solo se consideran insaneables las nulidades cuando: (i) procedan contra providencia ejecutoriada del superior; (ii) revivan un proceso legalmente concluido, o (iii) pretermitan integralmente la respectiva instancia, y ninguno de estos eventos corresponde a lo que aquí se presenta.
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